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TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ
BOLETÍN  006 DE  10 DE JUNIO DE 2010
	1. PROVIDENCIAS DE INTERÉS DE ESTA CORPORACIÓN




1.1 Sala civil
1.1.1
INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE PERJUICIOS DERIVADOS DE MEDIDA CAUTELAR. LEGITIMACIÓN. No la tiene quien ha derivado la posesión de un bien a sabiendas de que para ese momento se halla gravado con prenda y que sobre él pesa medida cautelar de embargo.  

“con arreglo al artículo 2488 del Código Civil los bienes del deudor son la prenda general que garantiza el pago al acreedor, empero, cuando a ese postulado legal se agrega la circunstancia de existir un privilegio de la clase que viene de anotarse, en el ejercicio de ese derecho encausado a través de la acción ejecutiva enderezada a la satisfacción del crédito materia del respaldo, apareja la concresión de una medida de embargo y secuestro sobre el bien, esa clase de conducta per-se no constituye, ni por asomo puede derivar o ser interpretada como un exceso en el ejercicio legítimo de un derecho, no se vislumbra abuso alguno que de píe al reclamo de un perjuicio, cuando se materializa esa cautela, se repite, se está en presencia de una conducta legítima y habilitada por la misma ley. 

Es que la existencia del gravamen sobre el bien, por imperativo legal debe hacerse valer en el momento procesal oportuno, independientemente de que con posterioridad se reconozca un poseedor y sin perjuicio de discrepar de los fundamentos para haberle brindado ese tratamiento en el caso que nos concierne, lo cierto en últimas, es que a este último no le es dable pretextar la ignorancia de la prenda inscrita y de esta manera pretender eludir o vadear el efecto legal  derivado de la inscripción ordenada por la ley mercantil. 

No se puede sustraer ese tercero-incidentante al efecto legal de publicidad emanado de esa inscripción, no se puede llamar a engaño ahora, cuando era sabedor que el bien estaba afecto al pago de una obligación crediticia y, por tanto, en cualquier momento podía ser objeto de secuestro el automotor. 

Sumado a lo antes dicho, el efecto jurídico de dar a conocer a terceros la existencia de la cautela-embargo era indiscutible, y, si pese a ello, decidió libremente y sin apremio correr con la contingencia de tener que asumir las consecuencias derivadas de la eventual práctica de una medida de secuestro del automotor dado en prenda sin tenencia, que por previsión de la misma ley otorga el derecho de ser perseguido en cabeza de quien se encuentre, como en efecto ocurrió, ahora no puede venir a pretender el reconocimiento y pago de un presunto perjuicio que de haber ocurrido tuvo su génesis precisamente en su propia incuria y falta de previsión, o por qué no, haber decidido correr ese riesgo: el de ser privado temporalmente del uso y disfrute del camión.           

Sobre la base de ese conocimiento ningún fundamento legal ni de equidad ni ético media para venir a pedir la cuantificación de un perjuicio. El riesgo de ser privado del uso y disfrute del automotor mediando las circunstancias que vienen de reseñarse, es un alea que decidió asumir el articulante desde el mismo momento en que dijo suscribir el contrato de compraventa de vehículo automotor con Henry Cortes Torres el día 16 de noviembre de 1996 (folio 81 cdo. 2) y, ya para esa fecha, con antelación: 17 de noviembre de 1995 se había registrado el contrato de prenda y, concurrente con lo dicho, desde el día 28 de mayo de 1996 se había inscrito el embargo. 
[…]

…para el día 16 de noviembre de 1996, fecha en que se acordó la compraventa del automotor de placas SUA-413, éste se encontraba por fuera del comercio, se memora, desde el 28 de mayo de 1996 se había registrado la medida de embargo, razón por la cual a términos del artículo 1521 numeral 3º del Código Civil se precisaba de la autorización del juez o que el acreedor consintiera en la enajenación para que el contrato surtiera el efecto querido por los contratantes, no concurriendo alguna de esas circunstancias, también se configura el objeto ilícito en ese negocio jurídico conforme el fallo de casación de junio 15 de 1959, XC, 642, entre otras.
Por tanto, es evidente que en el caso examinado al concurrir en el articulante el elemento “a sabiendas”, al tener conocimiento inequívoco del objeto ilícito en el contrato que compra venta que esgrime, y pese a ello, haber intervenido en acto contrario al ordenamiento jurídico, no solo eso, lo aduce como prueba en esta actuación, resulta razonable lógico y de justicia que se le niegue el reconocimiento de unos perjuicios, pues en este caso la ley adjetiva no puede ser utilizada para obtener un provecho que tiene como soporte la ilicitud.”
FUENTE NORMATIVA

: ARTÍCULO  665 DEL C.C.





: ARTÍCULO 1521 DEL C.C. NUMERAL 3





: ARTÍCULO 1613 DEL C.C.





: ARTÍCULO 2452 DEL C.C.





: ARTÍCULO 2488 DEL C.C.





: ARTÍCULO 1261 DEL C.CO.





: ARTÍCULO 554 DEL C.P.C.





: ARTÍCULO 687 DEL C.P.C. NUMERAL 7
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: Dr. JORGE EDUARDO FERREIRA VARGAS

DEMANDANTE

: CEMENTOS RIOCLARO  S. A. 
DEMANDADO


: INVERSIONES HACIENDA EL BOSQUE  




  Y OTROS.
RADICACIÓN 


: 11001310302419960349102
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1.2 Sala de familia


1.2.1
EXTORSIÓN EN GRADO DE TENTATIVA. Tiene ocurrencia cuando la voluntad del sujeto pasivo no es conducida del modo anhelado por el agente autor del reato o cuando éste no alcanza a obtener el provecho económico por motivos ajenos a su voluntad.
“Analizando las circunstancias que rodearon el caso concreto, a la luz de la jurisprudencia anteriormente anotada encuentra esta Sala de Decisión, que le asistió razón al Juez a quo cuando declaró al adolescente coautor del delito de extorsión en grado de tentativa, pues es claro que en este asunto, la víctima desplegó una conducta distinta a la exigida con la finalidad extorsiva, pues acudió a la protección del GAULA de la policía, y mediante un operativo, simuló proceder a efectuar lo pedido por los extorsionista, de donde se concluye que por tales eventos, no se logró doblegar en el sujeto pasivo su voluntad, ni finalmente se obtuvo por el sujeto activo el provecho económico, como quiera que el delito finalmente fue frustrado por la Policía Nacional.”

DOSIFICACIÓN DE LA SANCIÓN PARA ADOLESCENTE ENCONTRADO RESPONSABLE COMO COAUTOR DEL DELITO DE EXTORSIÓN EN GRADO DE TENTATIVA. Debe aplicarse la sanción mínima establecida en el artículo 187 del Código de la Infancia y la Adolescencia. 
“ante la inconformidad también señalada sobre el punto por el defensor del adolescente, considera la Sala que en atención a lo previsto por el art. 187 del Código de la Infancia y la Adolescencia, mismo que ordena que en el caso de los adolescentes mayores de catorce (14) y menores de dieciocho (18) años, hallados responsables del delito de extorsión, “en todas sus modalidades”, procede la privación de la libertad en centro de atención especializada, se concluye (ante los argumentos expuestos por el apelante), que surge innecesaria la discusión respecto de la cuantía que debe tenerse en cuenta en este caso para una posible agravación de la sanción, ya que el legislador en la norma mencionada fue claro al señalar la pena procedente, aún en caso de la modalidad de extorsión agravada, que será de dos a ocho años.

Atender los razonamientos de los apelantes, sería aplicar normas dirigidas al juzgamiento de personas mayores de edad y contravenir, de paso, lo establecido en la norma de carácter especial incluida en el Código de la Infancia y la Adolescencia. 

Así las cosas, concluye la Sala de Decisión, que deberá revocarse en lo pertinente la sentencia de primera instancia, esto es, para no tener como circunstancia de agravación en contra del adolescente, la prevista en el numeral primero del art. 267 del C. Penal, redosificándose como se verá, la pena.  
[…]
Así las cosas, dado que en este caso el adolescente se halló responsable como coautor del delito de extorsión en grado de tentativa, según lo analizado en esta providencia, considera la Sala que la cuantificación de la sanción debe ser la siguiente: 

Teniendo en cuenta el art. 187 del Código de la Infancia y la Adolescencia, la duración de la medida de privación de la libertad en centro de atención especializada no puede ser menor dos años y no mayor de ocho años; sin embargo, atendiendo la circunstancia de atenuación contemplada en el art. 27 del C. Penal, por favorabilidad y teniendo en cuenta los principios rectores del Código de la Infancia y la Adolescencia, debe rebajarse de la mitad al mínimo y de las tres cuartas partes al máximo, lo que arroja un resultado de un mínimo de doce meses y un máximo de setenta y dos.

Como es sabido, el juez penal de adolescentes, tiene la responsabilidad de imponer al implicado, las medidas apropiadas y eficaces para buscar la reeducación del mismo, y proporcionar la asistencia indispensable tanto a éste como a quienes cuidan de él, para lograr su readaptación a la sociedad. 

Al respecto debe recordarse, que las medidas de que habla el Código de la Infancia y la Adolescencia, no son en sí medidas que busquen como último fin el reproche o sanción a la conducta cometida por el adolescente, sino que tienen un carácter protector y restaurativo de sus derechos.

En este caso se encuentra, que no hay duda de que XX, estuvo involucrado en los hechos materia de investigación, como se analizó en apartes anteriores de esta decisión y en tales condiciones, resulta proporcional, necesario e idóneo privarlo de la libertad en la Escuela de Trabajo El Redentor, durante un tiempo prudencial que en realidad le sea provechoso, que le sirva para cursar programas educativos en todos los órdenes de su desarrollo psicoafectivo y académico.

Se le impondrá, en consecuencia, la sanción que tenga una duración real compatible con sus necesidades de educación y tratamiento, cometidos que, como es sabido, no se logran en tiempos reducidos, sino que, en muchos casos deben extenderse por varios años, inclusive.

Encuentra al respecto esta Sala, haciendo un análisis del informe rendido por el grupo interdisciplinario del Centro Educativo Amigoniano, en donde se encuentra cumpliendo la medida el adolescente (folios 199 a 202), que éste es un joven proveniente de una familia estructurada, conformada por los progenitores de treinta años de convivencia, tiempo durante el cual concibieron tres hijos, siendo XX el intermedio. Que se observaron relaciones filiales cercanas entre padres e hijos, adecuado establecimiento de canales de comunicación, establecimiento de normas y límites, cumplimiento y ejercicio de la autoridad por parte de los dos progenitores y no se evidenció antecedentes de conductas delictivas ni consumo de SPA.

Sobre su comportamiento en el centro educativo se refirió, que XX ha presentado adecuado establecimiento de límites y cumplimiento de la norma, aceptación de tareas, no reporta permanencia en la calle ni relación con pares negativos y ha estado vinculado académicamente y a entrenamientos de fútbol. Se llamó la atención sobre el hecho de que la familia ha estado acompañando al adolescente en el proceso iniciado. 

Analizado el material anteriormente relacionado encuentra esta Corporación, que teniendo en cuenta las circunstancias en las que se encuentra actualmente el adolescente, quien ha tenido un buen desempeño en el tiempo en que lleva privado de la libertad, que ha evidenciado un proceso de reflexión e interiorización de la conducta cometida y ha avanzado en la relación con su familia, quien siempre, antes y después de los hechos ha estado presto a apoyarlo, el tiempo de la medida a imponer será la mínima contemplada en la ley, es decir veinticuatro meses, y teniendo en cuenta además las circunstancias de atenuación del caso, se rebajará la mitad al mínimo, para concluir que la medida a aplicar en el presente caso es de doce meses. 

Sobre el punto se recalca, que con el tiempo anteriormente estimado, no se está desconociendo la gravedad de la conducta desplegada por el adolescente, sino que comprendidas en su conjunto todas las circunstancias de que habla el art. 179 del Código de la Infancia y la Adolescencia, se concluye que el tiempo que el mismo debe permanecer privado de la libertad es el mínimo establecido en la ley, que no es de dos años, sino dada la atenuación por la tentativa y por favorabilidad, de doce meses.”
FUENTE NORMATIVA

: LEY 1098 DE 2006, ARTÍCULO 168, INCISO 2° 





: LEY 1098 DE 2006, ARTÍCULO 179, INCISO 2°





: LEY 1098 DE 2006, ARTÍCULO 187, INCISO 2°





: ARTÍCULO   27 DEL CÓDIGO PENAL





: ARTÍCULO 244 DEL CÓDIGO PENAL





: ARTÍCULO 245 DEL CÓDIGO PENAL





: ARTÍCULO 267 DEL CÓDIGO PENAL
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: 2010 05 06 

PONENTE


: Dr. JAIME HUMBERTO ARAQUE GONZÁLEZ    

PROCESO


: PENAL CON INTERVENCIÓN DE ADOLESCENTE


DENUNCIANTE

: AY
COAUTOR


: XX

DELITO


: EXTORSIÓN 

RADICACIÓN 


: 11001600071420090135802
1.3 Sala Laboral

1.3.1
AUTORIZACIÓN JUDICIAL DE DESPIDO DE EMPLEADO PÚBLICO. Procedencia.
“Sobre las justas causas para autorizar el despido   es  oportuno señalar que en el decreto 204 de 1957 estableció las justas causas  para autorizar el despido (art.8o), pero en consideración a la existencia de un contrato de trabajo del sector privado, por eso se habla de liquidación  o clausura definitiva  de la empresa o establecimiento  y la suspensión total o parcial   de actividades  por parte del patrono durante más  de 120 días y remite a las causales enumeradas en el  artículo  7º del decreto 2351 de 1965, que es para  los contratos de trabajo, y ello  estaba en consonancia con el artículo 409 del CST, que prohibía el fuero para los empelados públicos . Pero a raíz de la declaratoria de inexequibilidad del artículo 409
 y al ser predicable dicho amparo para los servidores públicos, lo cual fue regulado por la ley 584 de 2000 cuando se previó que “ Parágrafo 1º- Gozan de la garantía del fuero  sindical , en los términos de este artículo, los servidores públicos  exceptuando aquellos  que ejerzan jurisdicción , autoridad civil, política  o cargos de dirección o confianza” (art. 12), es lógico entenderlo, entonces, ante esa extensión,  en cuanto a los motivos o causas para  autorizar la desvinculación  a un empleado público no se puede acudir en forma exegética a las justas causas contempladas en el  artículo 8º del decreto 204  de 1957 o al artículo 47 del decreto 2127 de 1945, porque allí se habla y hace mención  es al  contrato de trabajo, regulación que no se da respecto a los empleados públicos. Si ello fuera así, estaríamos ante una  regulación recortada del concepto de fuero sindical y ante la imposibilidad de  la administración (nacional, departamental o municipal) para pedir permiso para desvincular a un empleado público, no obstante que se den algunos hechos que hacen necesario su desvinculación, obviamente que se encuentren señalados en la ley. Solo así es que se debe entender el fuero sindical de los empleados públicos, por ello  se debe recurrir por analogía  a lo previsto en el artículo 1º del decreto 3074 de 1968 y el artículo 105 del decreto 1950 de 1973 que trata de las causas que dan lugar al retiro del servicio del empleado público y que implica la cesación en el ejercicio de funciones públicas.   Ya que “ Los decretos   llamados de la reforma administrativa de 1968, en lo que se refiere a la estructura  de la administración  pública y en especial de los establecimientos públicos, empresas comerciales  e  industriales del Estado y sociedades de economía mixta, se aplican en el orden departamental y municipal, no sólo en cuanto dichos decretos no se limitan exclusivamente al orden nacional, sino porque, de no aplicarse a tales órdenes, se producirán en ellos un vacío legislativo que sería preciso llenar con las disposiciones de tales decretos”
, cuestión que es predicable de las formas de retiro de la administración, que es algo general que se da en cualquier orden territorial.   
El artículo 105 del decreto1950 de 1973, establece que a” El retiro del servicio implica la cesación definitiva de funciones  públicas  y se produce:1....3 Por supresión del empleo...”, el 117 ibídem “ la supresión de un empleo de libre nombramiento y remoción coloca fuera del servicio a quien lo desempeñe   y el artículo 239 del mismo decreto  reza que “ La Cesación definitiva de funciones por cualquiera de las causales de que trata el artículo 105  del presente Decreto, implica el retiro de la Carrera Administrativa, salvo el caso del numeral tres.”, en el caso de supresión de empleo. 

Según la documental de folio  18 el demandante desempeña el cargo de técnico Código 401 Grado 08, cargo que fue suprimido al modificarse la planta de personal  de la Contraloría  de Bogotá D.C., realizada por el Acuerdo 25 del 2001, lo que implica la cesación definitiva de  funciones, por lo que se autorizará  a la demandante para desvincular al demandado.”

FUENTE NORMATIVA  : LEY 584 DE 2000  

                                      : DECRETO 3074 DE 1968

                                      : DECRETO 1950 DE 1973 

                                      : ARTÍCULO 409 DEL C.S.T.

FECHA 

: 2004-10-15 

PROCESO

: ESPECIAL DE FUERO SINDICAL - PERMISO PARA DESPEDIR
PONENTE

: Dr. MILLER ESQUIVEL GAITÁN

DEMANDANTE
: CONTRALORÍA DE BOGOTÁ D.C.
DEMANDADO

: CARLOS ARTURO ROMERO OSPINA
RADICACIÓN 

: 11001310500620010045801
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1.3.2
INEPTITUD DE LA DEMANDA POR INDEBIDA ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES. No se presenta cuando se pretende como consecuencia de la pretensión principal de reintegro del trabajador, el reconocimiento de los salarios, vacaciones, prima de servicios, cesantías e intereses a las cesantías a que hubiere tenido derecho de no haberse presentado el despido. 

“En el caso bajo estudio se está solicitando como pretensiones principales, el reintegro  del demandante al mismo cargo que venía desempeñando, el pago de las prestaciones sociales entre ellas las cesantías, intereses a las cesantías, vacaciones, salarios  e intereses de las primas de servicios, las cuales no se excluyen, porque si se ordena el reintegro no habrá lugar al pago de prestaciones sociales  que se deben cancelar a la terminación del contrato de trabajo o el reconocimiento de otras prestaciones sociales que son consustanciales con el reintegro,  sin que exista ningún impedimento para  que el juez emita la correspondiente decisión de fondo, serían excluyentes, en el evento de que el juez, al mismo tiempo, se encontrara  ante la posibilidad de ordenar el reintegro  o  el pago  de  las demás acreencias  de marras, que materialmente son incompatibles con el reintegro, esto es que solamente tenga la posibilidad jurídica de ordenar aquél o éstas. De manera que si bien se  plantea estas  pretensiones como principales puede, entonces, dictar sentencia de fondo.

Estaríamos frente a pretensiones excluyentes, por ejemplo, cuando  se piden como principales el reintegro y el pago de la indemnización por despido sin justa causa, porque el juez, aquí si,  se encuentra ante el dilema de ordenar el reintegro o el pago de la indemnización, siendo las dos procedentes o viables, cosa que es al demandante a quien le corresponde definir cual pretensión desea, por lo que no puede fallar de fondo, acá, si, se requiere que se propongan como subsidiarias, con lo  que se obvia el obstáculo procesal.”
FUENTE NORMATIVA : LEY 712 DE 2001, ARTÍCULO 13

FECHA 

: 2008-11-28 
PROCESO

: ORDINARIO
PONENTE

: Dr. MILLER ESQUIVEL GAITÁN

DEMANDANTE
: JACQUELINE TANGARIFE TORRES
DEMANDADO

: SOCIEDAD KEDAHDA S.A. hoy ANGLOGOLD 



  ASHANTI COLOMBIA S.A.
RADICACIÓN 

: 11001310502020080015401   
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1.3.3
EXCEPCIÓN PREVIA DE FALTA DE JURISDICCIÓN. Halla prosperidad ante la certidumbre en cuanto a la calidad de empleado público del demandante que intenta su acción ante la jurisdicción ordinaria, especialidad laboral. 
“en consideración a que el cargo desempeñado por la demandante fue el de “Auxiliar de enfermería diurna”, para la entidad prestadora del servicio de salud sometida al régimen jurídico propio de las personas de derecho público, no existe duda en cuanto a la calidad de empleado público del demandante, por lo que no es esta la jurisdicción llamada a dirimir las controversias que se originen de dicha prestación de servicios, sino la jurisdicción contenciosa administrativa, como expresamente lo prevé el artículo 82 del Código Contencioso Administrativo, subrogado por el Decreto 2304 de 1989 en su artículo 12 establece que “La jurisdicción de lo contencioso administrativo esta instituida por la Constitución para juzgar las controversias y litigios administrativos originados en la actividad de las entidades públicas y de las personas privadas que desempeñen funciones administrativas....”.
[…]

Así que dada la naturaleza jurídica de la entidad demandada y la condición de empleada pública de la demandante, resulta inane adelantar un  proceso a sabiendas que el resultado final es que no ha existido contrato de trabajo, lo cual se advierte claramente desde este momento procesal. Es que el proceso por el proceso no existe, su fin es el dirimir el conflicto   sometido a consideración  del juez como titular de la jurisdicción, su función no es meramente privada, también tiene una proyección social, en cuanto a la realización del derecho y el afianzamiento de la paz jurídica, fines que se verían afectados si se adelantara un proceso sin otro objetivo que el desgaste de las partes y de la propia administración de justicia. Así se confirmará la decisión recurrida. “  
FUENTE NORMATIVA
: LEY 10 DE 1990, ARTÍCULO 1°




: LEY 712 DE 2001, ARTÍCULO 2°
 



: ARTÍCULO 82 DEL CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
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TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA
SALA PENAL
BOLETÍN  20 – JUNIO 4/10  

PROVIDENCIAS DE ESTA CORPORACIÓN

1.1.  M. P.  FLÓREZ RODRÍGUEZ MAX ALEJANDRO - Rad. 110016000013200808078 (27-04-10) PRINCIPIO DE CONGRUENCIA / ERRÓNEA CALIFICACIÓN JURÍDICA Y ERROR EN LA CALIFICACIÓN JURÍDICA (LEY 906 de 2004) – Diferencias - Efectos procesales – Eventualidades que pueden presentarse cuando el procesado expresa su voluntad de aceptar el cargo por el delito no agravado y la Fiscalía insiste en mantener la imputación de los agravantes.

“La congruencia, entendida como la armonía entre los cargos formulados en la audiencia de imputación (cuando se aceptan cargos antes de presentarse escrito de acusación) o de formulación de acusación y la sentencia, impide que el fallador, en detrimento del sentenciado, exceda los límites fácticos y jurídicos establecidos por la Fiscalía.

“No vulnera dicho postulado que el juez reconozca cualquier clase de atenuante, genérica o específica, el delito complejo en lugar del concurso delictivo, la tentativa, la ira o intenso dolor, e incluso suprima circunstancias de agravación, entre otros, debido a que tal proceder afecta en forma favorable la situación del procesado y no desborda los lindes de la acusación.

 “No pocas veces ello ocurre porque la imputación jurídica no es acorde con el supuesto fáctico, lo que se conoce como errores en la calificación jurídica. 

(…)

 “La errónea calificación se da cuando el acusador encaja los hechos en un tipo penal que no corresponde y los errores en la calificación se presentan cuando son imputados más delitos de los realmente cometidos o seleccionado acertadamente el tipo penal básico, se aducen circunstancias de agravación o atenuación no concurrentes.

 “En la primera hipótesis o cuando la adecuación típica es incorrecta, generalmente y en principio, se retrotrae la actuación porque la imputación jurídica no corresponde al núcleo factico, salvo que el tipo penal correcto no implique agravar la situación del procesado, evento en que se puede hacer la nueva adecuación siempre y cuando sea del mismo género. En la segunda, es viable la absolución del acusado por los delitos no concurrentes, por ejemplo en el concurso aparente. En el tercer evento, se condena por el tipo penal básico imputado acertadamente, sin las circunstancias de agravación erradamente formuladas.

 “En el último caso o cuando se imputan agravantes erróneamente deducidas, el procesado expresa su voluntad de aceptar el cargo por el delito no agravado y la Fiscalía insiste en mantener la imputación por agravantes que en realidad no concurren, el proceso continúa por el rito ordinario y al fallar el juez consta tal situación, le corresponde restablecer la congruencia, es decir, suprimir las agravantes y condenar por la conducta básica. Además reconocer la rebaja por aceptación de cargos según el instante procesal o etapa en que se efectuó esa manifestación, pues fue el actuar equivocado del ente acusador que impidió la terminación prematura de la actuación y la reducción de pena pertinente, prevista en los artículos 351, 352, 356-5 o 367 de la Ley 906 de 2004.

 “Si la agravante acertadamente fue deducida por la Fiscalía, el procesado dijo aceptar la imputación jurídica sin esa circunstancia de agravación, el fiscal no la suprimió, se efectuó la audiencia de juicio oral, el juzgador erróneamente valoró la prueba y concluyó no estar probada la agravante, no es posible la rebaja de pena de que trata los preceptos mencionados en el párrafo precedente por no ser un yerro del acusador y no se privó al imputado o enjuiciado de un derecho.

 “En consecuencia, la prosperidad o no de la censura implica establecer en presencia de cuál de los dos eventos últimamente indicados se está. 

 (…)

 “Como no hubo errores en la calificación jurídica por parte del acusador, sino falencias del fallador en la valoración de las pruebas, no es posible reconocer una rebaja de pena a la que no se tiene derecho, pues no se privó a la procesada de acogerse a la terminación prematura de la actuación, sino que fue de su voluntad negarse a aceptar los cargos correctamente formulados por la Fiscalía y que continuara el trámite por la vía ordinaria.

 “YINETH MIRANDA CALDERÓN prefirió hacer uso de su derecho a tener un juicio público, oral, contradictorio, concentrado, imparcial, con inmediación de las pruebas y sin dilaciones injustificadas, donde podría ser absuelta de todos los cargos o condenada solo por la tentativa de homicidio simple, como en efecto ocurrió, y ésta fue la consecuencia de haber efectuado tal elección, que no puede generar rebajas con base en yerros del fallador al valorar las pruebas por no ser éste el fundamento de la justicia premial. Tampoco debe permitirse aprovechar tales errores para propiciar la impunidad relativa al efectuar un descuento punitivo por un supuesto no contemplado en la normatividad.”
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1.2.  M. P.  FLÓREZ RODRÍGUEZ MAX ALEJANDRO - Rad. 110016000071201000058 (23-04-10) SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES – Principios que rigen sus sanciones / PRINCIPIO DE LEGALIDAD – En la imposición de la sanción de privación de la libertad (artículo 187 de la Ley 1098 de 2006) / SUSTITUCIÓN DE LA SANCIÓN – Procedencia. 

“La sanción aplicable a los adolescentes responsables penalmente está regida por diversos principios durante su configuración por el legislador, su aplicación judicial y su ejecución. 

 “La primera fase en lo concerniente al principio de legalidad se caracteriza porque la ley indica en qué consiste la sanción o cuál es su naturaleza o qué derechos del sancionado afecta, cuál es su contenido o límite interno, cuál es su duración o límite temporal o externo y régimen de ejecución o lugar de ejecución o cumplimiento.

“El principio de legalidad de la sanción cuenta con las garantías de que solo la ley puede crearla o agravarla, únicamente es consecuencia jurídica de la comisión de un delito, debe ser aplicada por la jurisdicción en virtud de una sentencia con la que finaliza un proceso previo y su ejecución está reglamentada legalmente.

 “El artículo 187 del Código de la Infancia y la Adolescencia dispone:

“La privación de la libertad. La privación de la libertad en centro de atención especializada se aplicará a los adolescentes mayores de dieciséis (16) y menores de dieciocho (18) años que sean hallados responsables de la comisión de delitos cuya pena mínima establecida en el Código Penal sea o exceda de (6) años de prisión. En estos casos, la privación de libertad en centro de atención especializada tendrá una duración de uno (1) hasta cinco (5) años.

 “En los casos en que los adolescentes mayores de catorce (14) y menores de dieciocho (18) años sean hallados responsables de homicidio doloso, secuestro o extorsión, en todas sus modalidades, la privación de la libertad en centro de atención especializada tendrá una duración de dos (2) hasta ocho (8) años”

 “Se aprecia que el legislador previó una consecuencia jurídica específica en los casos en que el adolescente mayor de 16 y menor de 18 años realiza una conducta punible cuyo mínimo de pena consagrado en el Código Penal es igual o superior 6 años de prisión.

 “Debido a la mayor gravedad de ciertos delitos, el artículo 187 de la Ley 1098 de 2006 establece, entre otros aspectos, la naturaleza, contenido y duración de la sanción. Es decir, retira al juez la facultad otorgada en el artículo 179 de seleccionar la sanción entre las previstas en el artículo 177, como son amonestación, imposición de reglas de conducta, prestación de servicios a la comunidad, libertad asistida, internación en medio semicerrado y privación de la libertad en centro de atención especializado, de acuerdo con la naturaleza y gravedad de los hechos, la proporcionalidad e idoneidad de la sanción atendidas las circunstancias y gravedad de los hechos, las circunstancias y necesidades del adolescente y las necesidades de la sociedad, la edad del adolescente, la aceptación de cargos, el incumplimiento de los compromisos adquiridos con el juez y el incumplimiento de las sanciones.

 “De ahí que al funcionario no le corresponde apartarse de lo dispuesto por la ley o reemplazar una sanción por otra con trasgresión de la normatividad, cuando el legislador ha regulado la materia de acuerdo con la libertad de configuración legislativa otorgada por la Carta. 

 (…)

 “Acceder a la solicitud de la defensora de “sustituir” dicha sanción por la de libertad asistida sería eludir la aplicación de la normatividad vigente e invadir las funciones del constituyente derivado al asignar sin soporte legal una consecuencia jurídica que no está prevista en la ley para la conducta punible cometida. Es decir, se violaría el principio de legalidad de la sanción. 

 “Por otra parte, la defensa pidió conceder a PEDRO JOSÉ RONCANCIO MUÑOZ el “mecanismo sustitutivo de la sanción” del inciso tercero del artículo 187 de la Ley 1098 de 2006.

(…)

 “Dicha sustitución responde a las necesidades del menor en el caso específico, en el sentido de permitir al juez prescindir de la privación de la libertad cuando se han alcanzado las finalidades de la sanción previstas en el artículo 178 ibídem o no habiéndose aún logrado, pueden conseguirse sin recurrir a esa restricción de la libertad en centro de atención especializado.

 “El artículo 178 del Código de la Infancia y Adolescencia prevé que las sanciones que se impongan al menor de edad tienen una finalidad protectora, educativa y restaurativa, y se aplicarán con el apoyo de la familia y de especialistas.

 “Para determinar la procedencia o no de la sustitución de la sanción es necesario verificar si con ella es posible alcanzar los fines de la sanción o es necesaria la privación de la libertad para lograrlos.

 “El estudio de la mutación del correctivo guarda relación con los criterios que deben tenerse en cuenta para definirlo, pues ignorar tales factores desnaturalizaría la consecuencia jurídica que origina la infracción de la norma penal, pues la medida sustitutiva sigue siendo una sanción, por lo que también debe propender por el logro de las finalidades para las que fue consagrada.

 “La sustitución de la sanción está íntimamente ligada con el comportamiento futuro del menor y sus “circunstancias y necesidades”, como se desprende de lo dispuesto en el artículo 179-2 ídem. La personalidad en formación del adolescente se refleja en sus actos, entre ellos los delictivos, por lo que es indispensable examinar la gravedad del ilícito para determinar las carencias que han obstaculizado un desempeñó inadecuado en la familia y la comunidad.

 “No está demás indicar que el principio de proporcionalidad se refiere, entre otros, a las consecuencias de la conducta como sanción penal abstracta desde el punto de vista legislativo y como sanción concreta desde la óptica judicial. Lo último es lo que interesa en este momento y concretamente examinar si debe o no ejecutarse la privación de la libertad en centro de atención especializada para alcanzar los fines educativos y protectores del menor, según la mayor o menor gravedad del injusto.

 (…)

 “La finalidad educativa de la sanción nace del deber del Estado de satisfacer la necesidad de una formación académica del adolescente, que no en pocas veces es una de las causas para que infrinja la norma penal, por lo que dicha falencia ha de compensarse proporcionando educación al trasgresor y así facilitar el proceso de socialización.”
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1.3. M. P. FLÓREZ RODRÍGUEZ MAX ALEJANDRO - Rad. 110016000071201000058 (23-04-10) TERCERO CIVILMENTE RESPONSABLE – Fundamentos Legales de su responsabilidad / RESPONSABILIDAD CIVIL POR LA REALIZACIÓN DE ACTIVIDADES PELIGROSOAS – Prescripción / RESPONSABILIDAD DEL DUEÑO DEL AUTOMOTOR INVOLUCRADO EN LA COMISIÓN DE UN DELITO CULPOSO.
“El delito genera las acciones penal y civil. La primera únicamente puede ejercerse contra el responsable penalmente y la segunda no solo contra él sino contra los civilmente responsables. Los daños causados con la infracción deben ser reparados por los penalmente responsables, en forma solidaria, y por los que, conforme a la ley sustancial, están obligados a responder según el artículo 96 del Código Penal y la acción civil proveniente de la conducta punible, cuando se ejercita dentro del proceso penal, prescribe con relación al penalmente responsable en tiempo igual al de la prescripción de la acción penal y en los demás eventos, se aplica la legislación civil (art. 98).

“El artículo 2356 del Código Civil prevé que el daño que pueda imputarse a negligencia de otra persona, debe ser reparado por ésta.

“La norma en mención se refiere a la responsabilidad civil por el hecho de las cosas o la realización de actividades peligrosas como la conducción de automotores.

(…)

“Para efectos de la responsabilidad civil extracontractual se ha considerado guardián a todo aquel que tiene un poder intelectual de uso, dirección y control de la cosa, poder de impedir la realización de un daño. Cuando la actividad peligrosa se ejerce por medio de cosas el responsable de aquella es quien tiene el poder intelectual de dirección y control.

“Se presenta peligrosidad de la estructura cuando la cosa tiene dinamismo propio o a pesar de no tenerlo, conserva la posibilidad de causar un daño debido a su ubicación, construcción o los materiales que la constituyen, por ejemplo el cilindro de gas que explota.

“La peligrosidad en el comportamiento se da cuando una cosa o actividad con dinamismo propio o sin éste es utilizada de tal forma que de ese uso surge un riesgo, como el automotor que atropella a un peatón.

 (…)

 “Con relación al artículo 2349 el tercero responde civilmente por el hecho de su dependiente, puede exonerarse de responsabilidad si demuestra no haber incurrido en culpa in eligendo o in vigilando y la acción civil prescribe en tres años de acuerdo con el segundo inciso del artículo 2358.

“Respecto del artículo 2356 la persona no responde por el hecho de otro sino por el hecho de la cosa de que es dueño por el daño que se causó con ella en el ejercicio de una actividad peligrosa. El propietario se reputa guardián y puede ser relevado de responsabilidad si prueba que ha perdido la guarda de la cosa o que no tiene esta calidad cuando el hecho se cometió. Acción civil que prescribe en diez años de conformidad con el artículo 2536.

 (…)

 “El dueño del automotor es el responsable de los daños que se causen con el ejercicio de la actividad peligrosa, por lo que no se está imputando el daño causado por el conductor (art. 2349) sino por su propia conducta como guardián de la actividad peligrosa (art. 2356 del C. C.). En consecuencia, la prescripción como medio de extinguir las acciones judiciales (art. 2535) es la prevista en artículo 2536, modificado por el artículo 7° de la Ley 971 de 2002, o sea, diez años.

“Como los hechos acontecieron el 17 de abril de 2005 y el 17 de mayo de 2009 se formuló la pretensión indemnizatoria en el incidente de reparación integral (art. 106 del C. de P. P.), se interrumpió la prescripción según el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, pues equivale a la presentación de la demanda y debido a que a la fecha no han transcurrido diez años, la acción civil no ha prescrito al contrario de lo aducido por el recurrente.

 (…)

 “Como se dice en la segunda cita jurisprudencial, el artículo 2356 del Código Civil implica la existencia de una obligación legal de resultado consistente en vigilar la actividad peligrosa e impedir que ella, por su propio dinamismo o debido a circunstancias anormales que la rodearon en un momento dado, escape al control de su guardián y en su realización se ocasiona un daño, “ello es suficiente para tener por probada, por vía de una presunción que establece aquella disposición, la infracción de la obligación determinada de guarda recién aludida. La causalidad basta para tener por establecida la culpa en aquellos casos en que, atendidas la naturaleza propia de la actividad y las circunstancias precisas en que el hecho dañoso se realizó, la razón natural permite imputar este último a la incuria o imprudencia de la persona de quien se demanda la reparación, e inútil será por lo tanto que este último, guardián de la actividad y demandado en el proceso, intente establecer que observó la diligencia debida”

 (…)

 “Como antes se anotó, “si determinada persona se le prueba ser dueño o empresaria del objeto con el cual se ocasionó el perjuicio en desarrollo de una actividad peligrosa, tal persona queda cobijada con la presunción de guardián de dicho objeto –que desde luego admite prueba en contrario-, pues aun cuando la guarda no es inherente al dominio, sí hace presumirla en quien tiene el carácter de propietario (sentencia de 18 de mayo de 1972 de la Sala de Casación Civil).”
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1.4. M. P.  FLÓREZ RODRÍGUEZ MAX ALEJANDRO - Rad. 11001600002820090314301 (17-03-10) PRUEBAS – Exclusión, rechazo e inadmisión – Recursos procedentes / PRUEBA DOCUMENTAL – Incorporación - No es indispensable establecer su autenticidad al momento de decretar o negar la prueba.
“El Código de Procedimiento Penal consagra los eventos en los cuales se solicita la exclusión, el rechazo o la inadmisión de la prueba. 

 “El rechazo implica el no pronunciamiento por parte del funcionario sobre la utilidad, la conducencia y la pertinencia de la prueba. Por ejemplo, Se rechaza cuando los elementos materiales probatorios, evidencia física e información legalmente obtenida no ha sido descubierta, según el numeral uno del artículo 356. Otro evento de rechazo se presenta cuando la solicitud es extemporánea. 

“La prueba se inadmite cuando es inconducente, impertinente o inútil, un ejemplo de inadmisión es el consagrado en el artículo 376 de la ley 906 de 2004, en donde el legislador expresó que la prueba pertinente es admisible salvo en alguno de los siguientes eventos: a) que exista peligro de causar grave perjuicio indebido, b) probabilidad de que genere confusión en lugar de mayor claridad al asunto, o exhiba escaso valor probatorio y c) que sea injustamente dilatoria del procedimiento. 

“La exclusión de la prueba tiene origen en su ilegalidad o ilicitud. La prueba es ilegal cuando en su producción, práctica o aducción se incumplen los requisitos legales esenciales. La prueba es inconstitucional cuando es obtenida con vulneración de los derechos fundamentales, como la dignidad, la intimidad, la no autoincriminación. La prueba es ilícita cuando proviene de actuaciones delictivas y además violan las garantías fundamentales del imputado o acusado o juzgado (sentencia C-591 de 2005). En los tres eventos, la prueba debe ser excluida como disponen el artículo 23 del Código de Procedimiento Penal y el artículo 29 de la Constitución, aunque excepcionalmente pueden subsistir algunas pruebas derivadas de la prueba ilícita como se desprende del artículo 445 de la Ley 906 de 2004.

“El artículo 359  del Código de Procedimiento Penal dispone  que “las partes y el ministerio público podrán solicitar al juez la exclusión, rechazo o inadmisibilidad de los medios de prueba que, de conformidad con las reglas establecidas en este código, resulten inadmisibles, impertinentes, inútiles, repetitivos o encaminados a probar hechos notorios o que por otro motivo no requieran prueba. (...) cuando el juez excluya, rechace o inadmita una prueba deberá motivar oralmente su decisión y contra esta procederán los recursos ordinarios”. Contra el auto que excluya, rechace e inadmita la prueba, expresamente lo está diciendo el artículo 359, proceden los recursos ordinarios, luego no procede el recurso de apelación contra el auto que no excluye una prueba. 

“Sobre la admisión de pruebas el artículo 177 indica cuales son los autos recurribles en apelación y el efecto en el que se concede. En el efecto suspensivo se concede el recurso contra el auto del numeral 4 que niega la práctica de pruebas en el juicio oral y en el numeral 5 que dice “el que decide sobre la exclusión de una prueba en el juicio oral” y en la segunda parte hace referencia a eventos en los que la apelación se concede en el efecto devolutivo, como es el auto del numeral 6 “que admite la práctica de la prueba anticipada”. De tal manera, contra el único auto admisorio de prueba que procede el recurso de reposición es contra el auto que admite la práctica de la prueba anticipada. 

“Entonces contra el auto que decretó recibir el testimonio del señor CAÑÓN, padre de la niña que resultó muerta, no procede ningún recurso pues es un auto que decreta esa prueba por lo que no se requiere un pronunciamiento por parte del Tribunal debido a que esa apelación no debió concederse…     

(…)

“El Código de Procedimiento Penal no establece para decretar la prueba que  deba   examinarse  la   forma   como   va   a   ser incorporada. Se refiere a la utilidad y la pertinencia, sin mencionar la conducencia. De ahí que para decretar la prueba no se requiere establecer la forma cómo va a ser allegada. Más que a la forma de incorporación de los documentos, el Código consagra la autenticidad de los documentos. Es así como el artículo 462 dice: “Método de autenticación. La autenticidad e identificación del documento se probará por métodos como los siguientes”: reconocimiento de la persona que los ha elaborado, manuscrito o mecanografiado y reconocimiento de la parte contra la cual se aduce mediante certificación expedida por entidad certificadora de firmas digitales o de personas naturales y jurídicas, o sea, ante notario, mediante informe de experto en las respectiva disciplina sugerida en el artículo 424. 

“Lo importante cuando se va a incorporar el documento es que sea auténtico y si es un documento privado, una de las formas de establecer su autenticidad es mediante certificación expedida por el notario, o que la persona reconozca su firma y establecida su autenticidad se puede incorporar. Autenticidad que no es indispensable establecer al momento de decretar o negar la prueba, pues el Código dispone que se establezca si  es admisible, inadmisible, útil, necesaria, pertinente y, algunos agregan, conducente.”

Relatoría/consulta/2010/Acusatorio/Autos 
2. PROVIDENCIAS DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
2.1.  32822 (03-12-09) M. P. MARÍA DEL ROSARIO GÓNZALEZ DE LEMOS    ALLANAMIENTO A CARGOS – De mayor de edad que afirma ser menor ante el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes es válido.
“En ese sentido, no es válido pretextar que tal situación comportó afectación del derecho de defensa, como el demandante apenas lo señala de forma tangencial, cuando irrumpe diáfano que en desarrollo de la audiencia de formulación de imputación YINNETH ESTEFANÍA HURTADO MARTÍNEZ gozó de las mismas garantías que concede la Ley 906, e incluso con mayor celo pues se la consideraba menor de edad, y porque es innegable que la segunda normatividad también implantó un sistema acusatorio, afín al de la Ley 906, para el juzgamiento de los adolescentes infractores…
(…)
“Precisamente a partir de su falaz afirmación fue que el proceso inicialmente se tramitó ante las autoridades judiciales del sistema de responsabilidad penal para adolescentes, donde se celebró la audiencia de     formulación de imputación durante la cual HURTADO MARTÍNEZ aceptó su responsabilidad, y luego, descubierto el timo, se remitió el diligenciamiento a la justicia de adultos, sin que por ello se pueda hablar, como lo hace el actor de un “híbrido procesal”, del cual pretende ahora obtener provecho.”
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� Consejo de Estado, Sección II, sentencia de 7 de junio de 1980. 
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